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Antecedente:

[bookmark: _GoBack]El presente modelo de concertación con poblaciones indígenas, tiene como finalidad demostrar que es posible la negociación, muy especialmente cuando existan intereses minero – petroleros habida cuenta la riqueza de sus suelos.


Introducción:
Es importante y es motivo de inspiración participar al lector acerca de una gestión trascendental de negociación con poblaciones indígenas en aspecto tan delicado como la prestación del servicio público de la educación. Ese proceso fue posible gracias a la colaboración de profesionales amantes de su oficio, como los Supervisores de Educación de la Gobernación de Amazonas ORLANDO PEREZ VELASCO, LUZ AIDA ZAPATA ZULUAGA, FELISA RAMIREZ, JAIME SILVIO MEDINA SILVA, FERNANDO BOLAÑOS Y PEDRO CUNDUMI, el Gobernador de elección popular de ese entonces JOSE TOMAS QUIÑONEZ, su encargado FERNANDO RAMIREZ, el Director del DAECD (Departamento Administrativo de Educación Cultura y Deporte) NELSON CORDERO, Jefe de presupuesto WILLIAM SINISTERRA, SILVIA LUZ  AGUILERA MARTINEZGUERRA, y la suscrita por supuesto.
Actualmente curso la Especialización en Derecho Minero y Petrolero, y lo que pretendo con este texto, es evidenciar que la negociación con las poblaciones indígenas es posible, a través de la concertación, cuando se trata de lograr cometidos que contribuyan al desarrollo en los cuales somos beneficiados todos. 

UNA BREVE RESEÑA ACERCA DE LA NEGOCIACION PARA LA PRESTACION DEL SERVICIO  PÚBLICO DE LA ETNOEDUCACIÓN EN EL DEPARTAMENTO DE AMAZONAS
Artículo  1 Constitución Política de Colombia: Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana,  en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
Artículo 7 Constitución Política de Colombia: El Estado reconoce y protege  la diversidad étnica y cultural  de la Nación colombiana.
Es nuestra realidad nacional y ancestral, es nuestra riqueza cultural, la presencia de un gran número de población indígena en nuestro territorio, pese a que forma parte de nuestro contexto,  solamente sabemos de su existencia a través de películas, de libros de historia patria, y todo debido a una gran zanja por la desarticulación de los propósitos: los mayoristas y los minoristas.
No obstante lo anterior,  Colombia es un país que abandera principalmente desde la Constitución de 1991 el reconocimiento de esa riqueza y la hace parte de nosotros.
Con la ley 89 de 1890 Por la cual se determinaba la manera como debían ser gobernados los salvajes que fueran reduciéndose a la vida civilizada, disponía en su  art. 1 que la legislación general   de la República no regiría entre los salvajes que fueran reduciéndose a la vida civilizada por medio de las misiones. En consecuencia ¨el Gobierno junto con la Autoridad Eclesiástica determinarían la manera como esas sociedades incipientes deberían ser gobernadas¨. 
De acuerdo con esa norma, en su art. 3 se dispuso que en todos aquellos lugares donde existiera parcialidades indígenas estas serían organizadas a través de CABILDOS nombrados por éstos de acuerdo con sus costumbres, por un período de un año con el formalismo de que fueran reconocidos por la parcialidad ante el Cabildo saliente y ante el alcalde del Distrito. 
Hoy con el Decreto 1088 de 1993 El Presidente de la República, con fundamento en el art. 56  transitorio de la Constitución Política, mientras se da aplicación a lo estatuido en el art. 329 ibídem, el gobierno pudo dictar las reglamentaciones necesarias para el funcionamiento de los territorios indígenas y su coordinación con las demás entidades territoriales, basado así mismo en la ley 89 de 1890 que facultó a los Cabildos para la administración del gobierno económico de las parcialidades, en su art´1 estatuyó: Aplicabilidad: Los Cabildos y/o Autoridades Tradicionales Indígenas en representación de sus respectivos territorios indígenas, podrán conformar asociaciones de conformidad con éste Decreto.
De acuerdo con el art. 2 ibídem, la naturaleza jurídica de estas Asociaciones son Entidades de Derecho Público de Carácter Especial, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. Son las denominadas Aatis (Asociaciones de Autoridades Tradicionales Indígenas).
El objeto de estas asociaciones es propugnar por el desarrollo integral de las comunidades, art. 3.
La autonomía de los Cabildos o de las Autoridades Tradicionales no se compromete por el hecho de formar parte de la Asociación. Art 4.
Los actos y contratos de carácter industrial y comercial de estas Asociaciones se regirán por el derecho privado, en lo demás se regirán por el Decreto 130 de 1976. Art. 10. 
Estas Asociaciones deben estar debidamente registradas ante el Ministerio del Interior.
Definición de Población Indígena:
De acuerdo con Las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, define  como Pueblo Indígena: ¨Los Pueblos que descienden  de poblaciones que habitan  en un país en la época de la conquista  o la colonización, o del establecimiento  de las fronteras actuales del Estado, y que conservan sus propias instituciones  sociales, económicas, culturales y políticas  o parte de ellas¨.
Así mismo ¨Considera  que debe ser reconocida como indígena toda persona que tenga  conciencia de su identidad  de tal¨. 
El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo OIT sobre  pueblos indígenas y tribales en países independientes, por política General en su art. 1, dispone que el presente Convenio se aplica a:
a) A los pueblos  tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional  y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial.
b) A los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones  que habitaban en el país o en una región  geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista  o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras  estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.
El Decreto 2164 de 1995 reglamentario del Cap XIV la ley 160 de 1994 en lo relacionado con la dotación y titulación de tierras a las comunidades indígenas  para la constitución, reestructuración, ampliación y saneamiento de los Resguardos Indígenas en el territorio nacional y art. 123 Código de Minas ley 685 de 2001 definió:
 Art. 2:¨comunidad o parcialidad indígena. Es el grupo o conjunto de familias de ascendencia amerindia, que tienen conciencia de identidad, comparten valores, rasgos, usos o costumbres de su cultura, así como formas de gobierno, gestión, control social o sistemas normativos propios que las distinguen de otras comunidades, tengan o no títulos de propiedad, o que no puedan acreditarlos legalmente, o que sus resguardos fueron disueltos, divididos o declarados vacantes.
Territorios Indígenas: Son las áreas poseídas en forma regular y permanente por una comunidad, parcialidad o grupo indígena y aquellas que, aunque no se encuentren poseídas en esa forma, constituyen el ámbito tradicional de sus actividades sociales económicas y culturales.
Autoridades Tradicionales: Son los miembros de una comunidad indígena, que ejercen dentro de la estructura propia de la respectiva cultura, un poder de organización, gobierno o control social.
Cabildo Indígena: Es una entidad pública especial cuyos integrantes son miembros de una comunidad indígena, reconocidos por ésta, con una organización sociopolítica tradicional, cuya función es representar legalmente a la comunidad, ejercer la autoridad y realizar las actividades que le atribuyen las leyes, sus usos y costumbres y reglamento interno de la comunidad.
Comunidades indígenas, asentadas en territorios indígenas, con sus autoridades tradicionales, organizadas en Cabildos, poseen una serie de derechos que los caracteriza e individualiza. Estas poblaciones indígenas cada vez más organizadas política, social, culturalmente, propenden a través de la autogestión, por la vindicación de sus derechos amparadas por tratados internacionales como el Convenio 169 de la OIT  adoptado por Colombia a través de la Ley 21 del 91 entre otros.
Sinopsis de la prestación del servicio público de educación, en el Departamento de Amazonas para las poblaciones indígenas.
En el Departamento de Amazonas, se tratará el tema de la PRESTACION DEL SERVICIO PUBLICO EDUCATIVO a cargo de la Autoridad Eclesiástica desde el año 1890.
Se entiende por educación para grupos étnicos ¨la ofrecida a comunidades que poseen una cultura, una lengua, unas tradiciones y unos fueros, ligada al ambiente, a sus usos y costumbres creencias y tradiciones¨.
La Ley 20 de 1974, que aprobó el CONCORDATO (acuerdo celebrado entre la Santa Sede y la Republica de Colombia), reconoció a la religión católica apostólica y romana como elemento fundamental del bien común y del desarrollo integral de la comunidad nacional.
La Iglesia conciente de su misión de servir al ser humano, se acordó que continuará cooperando para el desarrollo de éste y de la comunidad por medio de sus instituciones, en particular  mediante la educación, la enseñanza y otras actividades de servicio público.
Se articuló  en este acuerdo, la colaboración a través de un régimen canónico especial que velara por la pronta y eficaz promoción de las condiciones humanas y sociales de los indígenas. Es así como en el año de 1973 la Iglesia adoptó la modalidad de educación contratada bajo la vigilancia Estatal. La representación de la Iglesia en la entidad territorial recayó en el Vicariato Apostólico.
En 1993 mediante sentencia C -027 la corte Constitucional  encontró que la educación misional era contraria a la Constitución de 1991 y que el art. VI no se ajustaba a la diversidad étnica y cultural ni a la libertad de cultos.
En  el año de 1994 el 16 de marzo, el Ministerio de Educación Nacional y la Conferencia Episcopal de Colombia, celebraron el  contrato 016 para la  administración del servicio educativo estatal entre varios Departamentos entre ellos el Departamento de Amazonas, por 5 años prorrogables. 
El Departamento de Amazonas fue certificado por el Ministerio de Educación Nacional para la prestación del servicio público educativo, en el año de 1997.
El Departamento de Amazonas, bajo sus facultades, prorrogó el contrato de administración por 5 años más, con la Iglesia Católica.
En el año 1995 se expidió el Decreto 804, que regló la atención educativa para grupos étnicos, reglamentaria de la Ley 115 de 1994 ley General de Educación, con el objeto de articular los procesos educativos de los grupos étnicos con el sistema educativo nacional.
Con fundamento en el art. 22 del decreto 804 que dispuso que: cuando fuere necesaria la celebración de contratos para la prestación de servicios  educativos en las comunidades de los grupos étnicos se preferirá contratar con las comunidades u organizaciones que tengan experiencia educativa; la Asociación de Capitanes Indígenas de  Mirití Amazonas, interpuso una acción de Cumplimiento, acción que tuvo su origen por la prórroga que celebrara el Departamento de Amazonas con la Prefectura Apostólica para la administración de este servicio en dichas poblaciones. En segunda instancia y de acuerdo con sentencia proferida por el Consejo de Estado, el MEN convocó una mesa interinstitucional para terminar y liquidar el contrato con la Iglesia, y contratar con las comunidades demandantes.
Como resultado de la terminación del contrato de administración con la Iglesia, los funcionarios que trabajaban con la denominada educación contratada pasaron a formar parte de la nómina de la Entidad territorial.

Concertación con las poblaciones indígenas para la prestación del servicio público de la etnoeducación.
A partir de este momento la administración departamental debía ubicar una estrategia que permitiera dar cumplimiento a lo ordenado por el Consejo de Estado, cumpliendo con la normatividad y permitiendo lograr el cometido estatal: la prestación del servicio público educativo sin traumatismos.
Se presentaban grandes retos para el Departamento de Amazonas, el primero buscar un acercamiento por primera vez con sus administrados los indígenas, tan particulares en sus formas de pensar, de actuar, de concebir sus realidades; con un alto grado de prevención contra la administración departamental desconocida para ellos hasta el momento, toda vez que siempre estuvo presente la Iglesia; deseosos de autogestionar y administrar su propia educación y los cuantiosos recursos destinados por el gobierno nacional para la educación, e intervenidos por diversos intereses externos de toda índole.
En segundo lugar, por ser entidad pública la entidad territorial debía acogerse a disposiciones de orden legal para la adecuada administración del recurso con la supervigilancia de entidades como Contraloría, Fiscalía, Veedurías, Procuraduría, en general todas las ías, por cuanto el contratante sería la entidad territorial, y aplicaban disposiciones como la Ley 80 del 93 Ley General de Contratación Estatal y decretos reglamentarios, con exigencias tales como convocatoria para licitaciones públicas dependiendo la cuantía de la contratación.
En tercer lugar debía encontrar la estrategia para articular  las normas de orden nacional de obligatorio cumplimiento con normas de carácter especial las referidas a poblaciones indígenas, separadas por brechas abismales para su aplicación. 
En cuarto lugar, las grandes distancias: la región amazónica ubicada al sur del país, tiene una extensión que comprende el  %9.6 del territorio nacional y es la zona menos poblada del país, tiene una extensión de 109.665 KM2. Con 67.726 de población censo del año 2005, sus vías de comunicación son fluviales, que dificulta el traslado por los grandes costos del combustible, dificultad para las comunicaciones, adicionado con el problema del orden público por la presencia de grupos armados al margen de la ley.
Fue así como la Gobernación del Departamento de Amazonas, delegó esta tarea en el Departamento Administrativo de Educación Cultura y Deporte DAEC. 
Para ello se hizo un equipo de trabajo compuesto inicialmente por tres profesionales: Una jurídica, un supervisor de la  llamada educación contratada (aquella que se prestaba en los territorios indígenas a cargo de la Iglesia) y un supervisor de la educación convencional (por decirlo de alguna manera). El objetivo era aterrizar la normatividad de la educación nacional, la normatividad de la etnoeducación,  analizar las experiencias en el desarrollo y aplicación de unas y otras,  y ubicar una alternativa de acuerdo de voluntades entre la administración departamental y las Asociaciones de Autoridades Tradicionales Indígenas Aatis quienes asumían la representación de sus comunidades. 
El resultado de este análisis se sometía a estudio y evaluación a su vez por una mesa de trabajo denominada los Caballeros de la Mesa Redonda llamada así por la labor apoteósica y quijotesca emprendida, compuesta por 6 miembros así: Tres supervisores de la educación contratada, Dos Supervisores de la Educación convencional y la jurídica. De este trabajo debía surgir una propuesta gubernamental para ser discutida en MESAS DE CONCERTACION con las autoridades indígenas.
Y no en vano se utilizó el término labor apoteósica y quijotesca, por cuanto la nueva empresa implicaba, el manejo administrativo de los internados que funcionan en los Corregimientos antes a cargo de la Iglesia, sin embargo sus edificaciones eran de propiedad del clero (como se explicó las grandes distancias imposibilitaban el diario devenir de los estudiantes a los establecimientos educativos por lo cual los estudiantes debían internarse), el suministro de la alimentación para estos establecimientos educativos, el envío de los útiles escolares, la escogencia de la  planta de personal equivalente a profesores y demás, la negociación del combustible para los botes de navegación. Surgían interrogantes tales cómo contratar estos servicios desde Leticia la capital del Departamento, de una parte  el comerciante debía reunir unas exigencias legales, los costos  de dicha contratación serían a unos precios exorbitantes debidos a  la distancia, así mismo el costo del combustible y ni que decir de las ¨vacunas¨ que debía pagarse por el recorrido por los  ríos Caquetá y otros. 
Fue así como surgió como estrategia de negociación LA MESA PERMANENTE DE COORDINACION INTERADMINISTRATIVA - MPCI entre la Gobernación del Amazonas  y las Aatis, concebida como un espacio  de comunicación y coordinación entre las Asociaciones de Autoridades Tradicionales Indígenas en su condición de entidades de derecho público de carácter especial y la Gobernación de Amazonas.
Su objetivo concertar  y trabajar mancomunadamente en la prestación de la educación, y la salud, como ejemplo de gobernabilidad y convivencia en el país. Este plan piloto a nivel nacional e internacional tuvo observadores internacionales de países como Egipto, Brasil, entre otros. Seguimiento estrecho por parte de entidades del orden nacional como la Procuraduría General de la Nación, Ministerio de Educación Nacional, dirección de Etnias del Ministerio del Interior, Contraloría General de la República, Defensoría del Pueblo.
La MPCI surgió como producto de un Acuerdo Interadministrativo celebrado el 20 de junio de 2002 entre la Gobernación de Amazonas y las Asociaciones de Autoridades Tradicionales Indígenas en un número de 10, su carácter permanente hacía que se llevaran  a cabo dos veces al año, y los acuerdos se lograban directamente entre los delegados de la Aatis y la Gobernación del Departamento sin intermediarios.
Para esa primera mesa que se llevó a cabo entre el 25 y el 28 de noviembre de 2002, se presentaron dos propuestas: 
1. Convenio de Coordinación Interadministrativa, propuesta hecha por la Gobernación, que consistió en vincular a la planta de personal los etnoeducadores, de tal manera que las Aatis previa coordinación, presentarían la planta de personal capacitado para la misión, y sus escuelas denominadas comunitarias serían atendidas con los recursos del Departamento, de tal  forma que mano a mano y de manera paulatina podría hacerse un seguimiento conjunto con los procesos no solo administrativos sino pedagógicos  y técnicos, es decir un ACUERDO DE COADMINISTRACION. Esta propuesta fue acogida por 5 de las 10 Asociaciones negociantes, tales como COZICH (Consejo Zonal indígena Chorrera, CRIMA (Consejo Regional Indígena del Medio Amazonas), OIMA (organización Indígena del Pueblo Murui Amazonas), COINPA (Consejo Indígena de Puerto Alegría) y  COINZA (Consejo Indígena Zonal Arica).
2. Contratos a Todo Costo: propuesta hecha por las Aatis o sea la contratación hecha con las Asociaciones con capacidad de prestar el servicio en estas condiciones, para la prestación integral de la educación, mediante convenios interadministrativos, esta propuesta fue acogida  por las Asociaciones ACIMA (Asociación de Capitanes Indígenas del Mirití Amazonas) ACIYA (Asociación de Capitanes Indígenas  del Yaigoje y Bajo Apaporis) AIPEA (Asociación Indígena de la Pedrera Amazonas) y CIMTAR (Consejo Indígena mayor de Tarapacá).
Desenlace:
A los acuerdos llevados a cabo durante las mesas de concertación, se le hizo seguimiento mediante mesas descentralizadas, en cada Corregimiento; la Administración Departamental decidió salir de su escritorio e ir hasta las comunidades para que desde allí directamente con las bases informar acerca de los avances en los procesos y adelantar el consecuente seguimiento de lo convenido.
El procedimiento adelantado para sacar adelante este reto, fue demandado por posteriores administraciones, sin embargo las autoridades con el tiempo nos dio la razón, uno de ellos por mencionar alguno, el Concepto emitido por el jefe de la Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República, con radicación No.80112 EE 59645 del 21 de octubre de 2005, dirigido al Gerente Departamental de Amazonas, en el cual entre otros refiere sobre el nombramiento de los etnoeducadores, que La vinculación, administración y formación de docentes para los grupos étnicos se efectuará de conformidad con el estatuto docente y con las normas especiales vigentes aplicables a tales grupos.
DERECHO DE LAS COMUNIDADADES INDIGENAS A LA EDUCACION ESPECIAL-Carácter fundamental, Sentencia  CC 208 de 2007.
 
El derecho a una educación especial reconocido a las comunidades tradicionales es un derecho fundamental de doble vía. Lo es, por tratarse de un derecho connatural a todos los hombres entre los que se cuentan los indígenas, y también, por cuanto hace parte integral del derecho a la identidad cultural que, como se ha dicho, tiene dimensión ius fundamental. Este derecho fundamental de las comunidades indígenas a recibir una educación especial, también es reconocido por el Convenio 169 de la O.I.T. que, como se anotó anteriormente, se incorpora al derecho interno mediante la Ley 21 de 1991 y hace parte del bloque de constitucionalidad, razón por la cual sus normas, al lado de la Carta Política, se constituyen en referente obligatorio para la Corte dentro del juicio de constitucionalidad de las leyes.

Este proceso de concertación piloto, después de 14 años aún se lleva a cabo.
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